
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS GENERALES Y ESPECÍFICOS DE PROCEDIBILIDAD / DEFECTOS PROCEDIMENTALES / CASOS EN QUE SE PRESENTA / IMPROCEDENCIA DE LA TUTELA PARA IMPONER AL JUEZ UNA DETERMINADA INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS PROCESALES.
Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU-222 de 2016, SU-573 de 2017 y SU-004 de 2018, reiteradas en las sentencias T-004-19, T-042-19, T-049-19 y T-075-19, y siempre aludiendo a la C-590 de 2005…
… halla la Sala que la presente acción de tutela es procedente, comoquiera que los presupuestos generales se satisfacen…

Sigue, en consecuencia, verificar si las irregularidades que exhibió la demandante, se erigen en un defecto procedimental, cometido por las funcionarias encartadas. 

Sobre ese defecto se ha dicho que:

“La jurisprudencia ha establecido que existen dos modalidades del defecto procedimental, a saber: (i) el defecto procedimental absoluto, que ocurre cuando el funcionario judicial se aparta por completo del procedimiento legalmente establecido…; y (ii) el defecto procedimental por exceso ritual manifiesto, que se presenta cuando el funcionario arguye razones formales a manera de impedimento, las cuales constituyen una denegación de justicia.”
En suma, no es caprichosa o antojadiza la decisión que se reprocha, al contrario, está precedida de una lectura sistemática y armónica de las normas que regulan el juicio de insolvencia de persona natural no comerciante. (…)
Como se ve, todo lo argumentado en la acción de tutela, solo es una diferencia de criterio que el demandante tiene frente al razonamiento presentado por las juezas demandadas, sobre cómo debe suceder el trámite del proceso, que por estar precedido de una argumentación razonable, no puede ser descalificado en sede constitucional, porque si así se hiciera, se usurparía la función misma del juicio ordinario.  

Solo recuérdese que de antaño la jurisprudencia tiene dicho:

«No se puede recurrir a la acción tutelar para imponer al fallador una determinada interpretación de las normas procesales aplicables al asunto sometido a su estudio o una específica valoración probatoria, a efectos de que su raciocinio coincida con el de las partes».
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, diciembre nueve del dos mil diecinueve  
Expediente: 66001-31-03-002-2019-00278-01
   
Acta N° 618 del 9 de diciembre del 2019 
Decide la Sala la impugnación propuesta por la parte actora contra la sentencia del 21 de octubre del 2019 proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito local, en esta acción de tutela que instauró José Fernando Chujfi Escobar contra los Juzgados Cuarto y Séptimo Civiles Municipales de Pereira a la que fueron vinculados Héctor Eduardo Chujfi Escobar, Melba Escobar de Chujfi, Carlos Alberto Soto Ramírez y el Centro Comercial Unicentro Pereira P.H.

ANTECEDENTES

El demandante, por conducto de apoderado judicial, presentó esta acción de tutela contra los citados juzgados, en la que aduce que en el trámite del proceso de insolvencia de persona natural no comerciante con radicado  66001-40-03-004-2017-0158-00, y en el ejecutivo con radicado 66001-40-22-007-2013-00841-00, a los que asiste en calidad de deudor, se presentaron sendas irregularidades que violentan su derecho fundamental al debido proceso.
Los hechos relevantes para la resolución del caso, admiten la siguiente síntesis:
En lo que atañe con el Juzgado Cuarto Civil Municipal, dijo que el 28 de febrero del año 2019, en el aludido asunto, radicó un escrito en el que, por primera vez, manifestó que el proceso ejecutivo con radicado 2013-00841-00, no podía hacer parte del liquidatorio por extemporáneo; en ese sentido solicitó que ese expediente se incorporara a la liquidación “no para hacer parte del proceso liquidatorio, por ser ya extemporáneo, sino para proceder al levantamiento de la medida cautelar de embargo y secuestro que pesa sobre el local C-23 del C.C Unicentro, para que pueda ser adjudicado a los acreedores reconocidos oportunamente dentro del proceso” (f. 5, c. 1); todo con fundamento en una argumentación que será analizada posteriormente.  
Esa petición fue negada mediante proveído del 28 de marzo, el que pese a que fue recurrido, se mantuvo con auto del 15 de mayo. 
Luego, contra un auto del 18 de junio, con el cual se puso en conocimiento de las partes el proyecto de adjudicación presentado por el liquidador del proceso, en el cual se encontraba incluido el crédito de la ejecución citada, formuló un recurso de reposición, en procura de que la funcionaria se abstuviera de requerir al Juzgado Séptimo Civil Municipal de Pereira para que arrimara ese expediente, por cuanto contenía un crédito que no fue allegado en la oportunidad procesal oportuna; sin embargo, esa impugnación también fue resuelta desfavorablemente. 
Por otra parte, respecto del Juzgado Séptimo Civil Municipal, reprochó que la fecha máxima que tenía para remitir el proceso ejecutivo que contra él se adelantaba en esa célula judicial feneció el 20 de febrero del año 2019, sin embargo, lo envió casi 3 meses después, siendo inadmisible que la titular de ese despacho pretenda responsabilizar a su abogado, supuestamente porque “el apoderado judicial del citado señor interpuso recurso de reposición, razón por la cual no se ha perfeccionado el envío”; cuando el único responsable del envío extemporáneo del expediente era ese Juzgado. 
Por lo expuesto se solicitó: 
(i) REVOCAR parcialmente los autos del 5 de julio de 2019 (Juzgado 4°) y 26 de junio de 2019 (Juzgado 7°), en el sentido de ORDENAR dejar sin efecto la decisión de la Juez 4ª Civil Municipal de Pereira la Dra. Leidy Amparo Niño Ruano de incorporar el crédito del PROCESO EJECUTIVO Rad. 2013-00841 proveniente del Juzgado 7º Civil Municipal de Pereira, por ser claramente EXTEMPORÁNEO”. 

(ii) ORDENAR a la Juez Cuarta Civil Municipal de Pereira, que a su vez le ordene al Liquidador realizar un nuevo Proyecto de Adjudicación del señor José Fernando Chujfi Escobar sin incluir como pasivo el crédito del C.C. Unicentro P.H. Rad. 2013-00841 remitido desde el Juzgado 7° Civil Municipal al Proceso de Liquidación de manera EXTEMPORÁNEA.” (Mayúscula y resaltado en texto original)

Se negó la medida provisional y en ese mismo auto, el Juzgado de primer grado dio impulso a la acción con las citadas vinculaciones; también decretó como prueba la inspección judicial del expediente objeto de estudio (f. 65, c. 1)
Quien dijo ser el representante legal del Centro Comercial Unicentro P.H. allegó un escrito, sin embargo, no anexó el correspondiente certificado de existencia y representación legal de la citada propiedad horizontal que acreditara la calidad en la que se presenta, por ello, no hay lugar a estudiar sus manifestaciones (f. 74, c. 1).
Sobrevino la sentencia de primera instancia que negó la protección, pues estimó acertada la decisión del Juzgado Cuarto Civil Municipal, en el entendido de que el crédito que se trajo al proceso de insolvencia y que se estaba cobrando en la ejecución que se estaba adelantando ante el Juzgado Séptimo Civil Municipal, ya estaba incluido desde la solicitud que hiciere el insolvente en primera oportunidad, es decir no es un nuevo acreedor ni una nueva obligación, sino una que ya estaba adjunta a la negociación inicial; lo cual encuadra con lo reglado en el parágrafo del artículo 566 del CGP (f. 78, c. 1).
Impugnó el actor, para decir que nada tiene que ver el parágrafo del artículo 566 citado, con los procesos ejecutivos reconocidos en la etapa de negociación de deudas.

CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Acude la accionante en procura de la protección del derecho fundamental al debido proceso que estima conculcado, en consideración a que, dentro del trámite del proceso de insolvencia de persona natural no comerciante de marras, el Juzgado Cuarto Civil Municipal de Pereira, de manera extemporánea, incluyó una acreencia cobrada en una ejecución procedente del Juzgado Sétimo Civil Municipal local, célula que a su turno, erró al remitirlo casi 3 meses después de que había fenecido el término para el efecto.

El Juzgado de primera instancia negó la protección, comoquiera que estimó acertada la decisión que se reprocha, impartida por el Juzgado Cuarto Civil Municipal. 
Corresponde a la Sala, por tanto, decidir si se revoca, modifica o confirma la aludida decisión, en virtud de los motivos planteados en la impugnación formulada. 

Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU-222 de 2016, SU-573 de 2017 y SU-004 de 2018, reiteradas en las sentencias T-004-19, T-042-19, T-049-19 y T-075-19, y siempre aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; y (vii) violación directa a la constitución. 

Lo que sucedió en torno a las peticiones del accionante dentro de esos procesos, fue lo siguiente:

(i) El 28 de febrero del 2019, el señor Chujfi Escobar y otra persona que en ese momento también ostentaba la calidad de acreedor dentro del proceso, le solicitaron al Juzgado que se arrimara al trámite el proceso ejecutivo con radicado 2013-00841-00, del Juzgado Séptimo Civil Municipal local, no para que quien allí actúa en calidad de ejecutante hiciera parte de los acreedores en el proceso liquidatorio, sino para que se levantaran unas medidas cautelares sobre unos bienes del deudor, y así pudieran ser adjudicados dentro del trámite de insolvencia; esto en consideración a que para ese entonces ya había fenecido el tiempo con que se contaba para que los procesos ejecutivos contra el deudor hicieran parte de la liquidación, consecuencia de lo cual se había configurado el fenómeno de la extemporaneidad, de conformidad con lo reglado en el numeral 4° del artículo 564 del CGP (f. 5 a 7, c. 2).
(ii) Esa petición se negó, con auto del 28 de marzo del 2019, habida cuenta de que el parágrafo del artículo 566 del Código General del Proceso establece con claridad que no se pueden objetar los créditos que hubieren sido objeto de la negociación en la etapa primigenia ante la notaría, “es por ello que con la simple lectura de la norma se queda sin piso jurídico lo pedido y no se acepta dicha objeción, siendo este crédito presentado dentro del término dispuesto en la norma” (f. 18, c. 2)
(iii) Esa decisión fue recurrida; se insistió en que, de conformidad con el numeral 4° del artículo 364 y el 7° del 565 del CGP, ese crédito tenía que considerarse extemporáneo, porque de aceptarlos en la liquidación, se contrariaría el principio de preclusión, habida cuenta de que el Juzgado Séptimo omitió remitirlo, durante sendas oportunidades que tuvo para ello y le fueron debidamente comunicadas. 
Añadió que el Juzgado Cuarto le dio un inadecuado entendimiento al parágrafo del artículo 566 citado, porque esa norma parte de la premisa de que en la insolvencia se cuenta con la presencia física del ejecutivo, pues de otra manera tal crédito no podría clasificarse, graduarse o cuantificarse.  
Que si se acogiera la posición del Juzgado se llegaría al exabrupto de obligar a todos los intervinientes a averiguar de manera física y personal en todos los despachos del país el devenir de los procesos ejecutivos en contra del deudor que no se remitieron oportunamente. 

Se preguntó, sobre qué sucedería en la audiencia de adjudicación, en relación con las medidas cautelares decretadas en la ejecución que se sigue en el Juzgado Séptimo; sugirió entonces, que la Jueza del Cuarto tendría que oficiar a la del Séptimo para que levantara el embargo y secuestro para luego poder adjudicar los bienes a los acreedores (f. 19 a 22, c. 2).
(iv) El Juzgado, el 15 de mayo, no repuso lo decidido, porque “(…) es el mismo artículo 566 en el parágrafo el que señala que los acreedores que hubieren sido incluidos en el procedimiento de negociación de deudas (etapa primigenia ante la Notaría) “no podrán objetar los créditos que hubieren sido objeto de negociación”, siendo que para el presente caso los dos acreedores hicieron parte de la negociación inicial de deudas ante la Notaría no le es dable a dicho acreedor reclamar por las acreencias de sus congéneres”  (f. 28, c. 2).
(v) Ese mismo 15 de mayo, de manera paralela, el Juzgado Séptimo Civil Municipal, notificó un auto mediante el cual ordenó la remisión del ejecutivo con radicado 2013-00841-00, al proceso liquidatario de marras, (f. 67, c. 2) contra tal proveído se interpuso un recurso de reposición, con el propósito de que el Juzgado se abstuviera de hacerlo, dado que ya le había precluído el término para el efecto; también pidió, por sustracción de materia, la terminación del proceso y en consecuencia que se levantaran las medidas cautelares (f. 68 a 72, c. 2). 
(vi) Con auto del 18 de junio del 2019, el Juzgado Cuarto Civil Municipal local requirió al su homólogo el Séptimo, para que pusiera a disposición de la liquidación los títulos judiciales del ejecutivo del que se viene hablando (f. 49, c. 2). Contra ese auto hubo oposición, con fundamento en las mismas razones que ya se habían esgrimido antes, fundadas en la extemporaneidad (f. 50, c. 2).

(vii) El 26 de Junio del 2019, el Juzgado Séptimo Civil Municipal de Pereira, mantuvo la decisión de remitir el ejecutivo del que conocía al Cuarto, porque si bien la solicitud se había hecho hace ya un tiempo, tenía que ser el despacho receptor el que determinara si debía considerarse extemporáneo el envío; negó la terminación del proceso por no encontrase la causal consagrada en el artículo 312 y siguientes del CGP (f. 88, c. 2). 

(viii) El 4 de julio llegó al Juzgado Cuarto el ejecutivo del Séptimo (f. 63, c. 2).

(ix) El 5 de julio el Juzgado Cuarto sostuvo lo decidido el 18 junio, habida cuenta de que “ya se manifestó con suficiente claridad que la acreencia no está en discusión y es por ello que lo procedente es continuar con el trámite del proceso” (f. 5, c. 2).

De frente a ese derrotero, halla la Sala que la presente acción de tutela es procedente, comoquiera que los presupuestos generales se satisfacen, en la medida que se aduce la vulneración del derecho fundamental al debido proceso; los autos mediante los cuales se resolvieron las peticiones del accionante no tienen una antigüedad mayor a 6 meses, contados a partir del momento en que se interpuso la acción de tutela, el pasado 4 de octubre, con lo cual se cumple el presupuesto de inmediatez; se hizo uso del recurso de reposición frente a aquellas, y entonces se tiene superada la subsidiaridad; si se advirtieran las irregularidades que le achaca el demandante a las funcionarias, podrían incidir en la resolución definitiva de los procesos, ejecutivo y liquidatorio; se identifica razonablemente en qué consiste la trasgresión, y no se trata de una providencia dictada dentro de una acción de tutela.

Sigue, en consecuencia, verificar si las irregularidades que exhibió la demandante, se erigen en un defecto procedimental, cometido por las funcionarias encartadas. 

Sobre ese defecto se ha dicho que
:

“23.  La jurisprudencia ha establecido que existen dos modalidades del defecto procedimental, a saber: (i) el defecto procedimental absoluto, que ocurre cuando el funcionario judicial se aparta por completo del procedimiento legalmente establecido, bien sea porque sigue un trámite ajeno al pertinente y en esa medida equivoca la orientación del asunto
, o porque omite etapas sustanciales del procedimiento establecido, con lo que afecta el derecho de defensa y contradicción de una de las partes del proceso
; y (ii) el defecto procedimental por exceso ritual manifiesto, que se presenta cuando el funcionario arguye razones formales a manera de impedimento, las cuales constituyen una denegación de justicia
.”

Las normas que se denuncian indebidamente aplicadas son el numeral 4° del artículo 564 y el 7° del 565 del CGP, que a cuyo tenor rezan:

ARTÍCULO 564. PROVIDENCIA DE APERTURA. El juez, al proferir la providencia de apertura, dispondrá:

(…) 

4. Oficiar a todos los jueces que adelanten procesos ejecutivos contra el deudor para que los remitan a la liquidación, incluso aquellos que se adelanten por concepto de alimentos. La incorporación deberá darse antes del traslado para objeciones de los créditos so pena de ser considerados estos créditos como extemporáneos. No obstante, la extemporaneidad no se aplicará a los procesos por alimentos.

ARTÍCULO 565. EFECTOS DE LA PROVIDENCIA DE APERTURA. La declaración de apertura de la liquidación patrimonial produce como efectos:

(…)

7. La remisión de todos los procesos ejecutivos que estén siguiéndose contra el deudor, incluso los que se lleven por concepto de alimentos. Las medidas cautelares que se hubieren decretado en estos sobre los bienes del deudor serán puestas a disposición del juez que conoce de la liquidación patrimonial.

Los procesos ejecutivos que se incorporen a la liquidación patrimonial, estarán sujetos a la suerte de esta y deberán incorporarse antes del traslado para objeciones a los créditos, so pena de extemporaneidad. Cuando en el proceso ejecutivo no se hubiesen decidido aún las excepciones de mérito propuestas, estas se considerarán objeciones y serán resueltas como tales. (Se destaca)
En el caso concreto, con respecto al Juzgado Cuarto Civil Municipal de Pereira, se reprocha que haya requerido y aceptado de su homólogo el Séptimo un proceso ejecutivo que se sigue contra el deudor, aquí accionante, para que hiciera parte del proceso de insolvencia que se analiza, pese a que ya se había surtido el traslado de las objeciones a los créditos.

Frente a ello, la funcionaria explicó al margen de lo que regulan las disposiciones que se echan de menos, y pese a que ya se había dado traslado de las objeciones, que no podía declararse extemporáneo ese crédito procedente del Juzgado Séptimo, aun cuando se allegó después de que culminara esa etapa del proceso, simplemente, porque esa acreencia hizo parte de aquellas que fueron objeto de negociación de deudas en la primigenia etapa del proceso ante la Notaría, y en ese entendido, según razonó, debía darse aplicación a lo que enseña el artículo 566 del CGP, que dispone: 

ARTÍCULO 566. TÉRMINO PARA HACERSE PARTE Y PRESENTACIÓN DE OBJECIONES. 

A partir de la providencia de admisión y hasta el vigésimo día siguiente a la publicación en prensa del aviso que dé cuenta de la apertura de la liquidación, los acreedores que no hubieren sido parte dentro del procedimiento de negociación de deudas deberán presentarse personalmente al proceso o por medio de apoderado judicial, presentando prueba siquiera sumaria de la existencia de su crédito.

(…)

PARÁGRAFO. Los acreedores que hubieren sido incluidos en el procedimiento de negociación de deudas se tendrán reconocidos en la clase, grado y cuantía dispuestos en la relación definitiva de acreedores. Ellos no podrán objetar los créditos que hubieren sido objeto de la negociación, pero sí podrán contradecir las nuevas reclamaciones que se presenten durante el procedimiento de liquidación patrimonial. (Se destaca).
La obligación que el señor Chujfi Escobar le adeuda al Centro Comercial Unicentro P.H., y que ahora pretende sea sustraída de su liquidación patrimonial, según puede verse en la inspección judicial realizada en primera instancia (f. 70 a 73, c. 1), y según repetidamente lo explicó la funcionaria en sus autos, fue una de las que hizo parte de la etapa denominada “Procedimiento de negociación de deudas”, que se surtió ante la Notaría Cuarta de Pereira; esa etapa del proceso está reglada en el Capítulo II del Título IV del CGP y ella sucede en los albores del trámite, cuando el deudor, entre otros requerimientos, debe presentar una relación detallada de todos sus acreedores, entre los cuales, en este caso específico estaba el Centro Comercial Unicentro P.H.
Por ello es que la Sala no estima arbitraria la posición que asumió la funcionaria encausada en torno a la solicitud del actor; por el contrario, según acaba de explicarse, es coherente con lo que regula el artículo 566 del CGP, en el entendido de que si bien es cierto que el término para incorporar procesos ejecutivos a la liquidación fenece antes de que se dé traslado de las objeciones, también lo es, que el artículo que regula el término para hacerse parte en la liquidación patrimonial, dispone que “los acreedores que hubieren sido incluidos en el procedimiento de negociación de deudas se tendrán reconocidos en la clase, grado y cuantía dispuestos en la relación definitiva de acreedores”, y en este específico asunto, la acreencia que se persigue en ese proceso ejecutivo, ha sido siempre parte de la negociación que en esa causa se pretende zanjar. 

En suma, no es caprichosa o antojadiza la decisión que se reprocha, al contrario, está precedida de una lectura sistemática y armónica de las normas que regulan el juicio de insolvencia de persona natural no comerciante.

Respecto al Juzgado Séptimo Civil Municipal se reprocha que, pese a que había fenecido el término para remitir el proceso ejecutivo con radicado 2013-00841-00 al de insolvencia con radicado 2017-00158-00 del que conoce el Juzgado Cuarto Civil Municipal local, se obstinó en enviarlo, pasando por alto, que ya se había surtido el traslado de las objeciones en la insolvencia, y con ello, soslayando lo reglado en el numeral 4° del artículo 564 y el 7° del 565 del CGP.

Sin embargo, al rompe se inadvierte la presencia de alguna vía de hecho, habida cuenta de que frente a la solicitud del actor, y aun cuando era cierto que se había presentado cierta tardanza en la remisión del expediente, la titular del despacho se limitó a explicar, con atino, que quien debía determinar si la remisión era o no extemporánea era el Juzgado receptor que conocía de la insolvencia, que a ella lo único que le correspondía era acatar el requerimiento contenido en el oficio que circuló y enviar el proceso. 



Como se ve, todo lo argumentado en la acción de tutela, solo es una diferencia de criterio que el demandante tiene frente al razonamiento presentado por las juezas demandadas, sobre cómo debe suceder el trámite del proceso, que por estar precedido de una argumentación razonable, no puede ser descalificado en sede constitucional, porque si así se hiciera, se usurparía la función misma del juicio ordinario.  





Solo recuérdese que de antaño la jurisprudencia tiene dicho:





«No se puede recurrir a la acción tutelar para imponer al fallador una determinada interpretación de las normas procesales aplicables al asunto sometido a su estudio o una específica valoración probatoria, a efectos de que su raciocinio coincida con el de las partes».
 





Es suficiente lo explicado para confirmar la sentencia impugnada. 

  



DECISIÓN

En mérito de lo expuesto la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley CONFIRMA la sentencia proferida el 21 de octubre del 2019, por el Juzgado Segundo Civil del Circuito local, en esta acción de tutela que instauró José Fernando Chujfi Escobar contra los Juzgados Cuarto y Séptimo Civiles Municipales de Pereira a la que fueron vinculados Héctor Eduardo Chujfi Escobar, Melba Escobar de Chujfi, Carlos Alberto Soto Ramírez y el Centro Comercial Unicentro Pereira P.H.





Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992. 

    



Oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


       DUBERNEY GRISALES HERRERA
� Sentencia C-543-92


� Sentencia T-025/18


� Ver sentencia T-996 de 2003; M.P. Clara Inés Vargas Hernández.


�Ver sentencia T-264 de 2009; MP. Luis Ernesto Vargas Silva.


� Ibídem.


� (CSJ STC, 18 abr. 2012, rad. 2012-0009-01; STC, 27 jun. 2012, rad. 2012-00088-01; y STC, 12 ago. 2013, rad. 2013-00125-01).
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